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  El Estado de Derecho ha sido considerado por mucho tiempo en Estados Unidos como el último defensor de la libertad civil y del estilo de vida americano —un Estado de Derecho que nadie puede definir a ciencia cierta, pero que todos respaldan—. En este incitante libro, Ugo Mattei y Laura Nader entablan un ataque frontal a esta preciada creencia en la santidad del Estado de Derecho, explorando resueltamente ese lado oscuro al que antes pocos atendieron. Los autores exponen la íntima relación del saqueo —la práctica de extracción violenta por actores políticos más poderosos que victimizan a los más débiles— al servicio de la cultura occidental y la dominación económica.




  PREFACIO




  Este libro es el resultado de un encuentro académico casi casual. Independientemente uno del otro, elaboramos desde nuestras diferentes perspectivas académicas, artículos que tratan ampliamente el tema de las transformaciones jurídicas e institucionales producidas por la globalización de la economía. Siendo desde hace mucho tiempo buenos amigos y colegas en la Universidad de California, intercambiamos borradores. Al terminar la lectura, concluimos que compartíamos una visión sobre el rol del Derecho, en el pasado y en el presente, en las violentas transformaciones políticas y económicas como las que estamos viviendo hoy en día. Así, decidimos profundizar nuestro intercambio con el fin de dar mejor forma a esta visión común y posiblemente materializarla en un esfuerzo conjunto.




  Rápidamente surgió de nuestras conversaciones que los temas que estábamos discutiendo tenían un amplio significado político y eran potencialmente de interés general. Éstos tenían que ver con el rol del Derecho y la política en la expansión del capitalismo corporativo. Ideas como la promoción del Estado de Derecho, un principio clave en el discurso estadounidense en política exterior, parte de la moderna trinidad (democracia, Estado de Derecho y cristianismo) cuya promoción Woodrow Wilson consideraba una obligación del gobierno de los EE.UU., habían sido rara vez objeto de debate público: la connotación positiva ha sido en general dada por sentada, hasta los recientes acontecimientos mundiales dramáticos.




  Hoy, en nombre de la democracia y el Estado de Derecho, una intensa ola de guerra liderada por los Estados Unidos se ha estrellado contra las poblaciones islámicas en el Medio Oriente. Parece que mientras la cristianización ya no es por sí misma suficiente justificación ideológica para las guerras de agresión, el Estado de Derecho ha asumido el papel de persuadir a la opinión pública en Occidente (en particular los Estados Unidos) de la aceptabilidad moral de la agresión militar y la ocupación de países extranjeros. Nosotros creímos que era importante, para un debate político más elevado de estas cuestiones cívicas fundamentales, explorar el lado oscuro del Derecho, desarrollando sus usos opresivos en una variedad de contextos sociales e históricos.




  El libro es, pues, fundamentalmente, una comparación del rol del Estado de Derecho en las prácticas euro-estadounidenses de extracción violenta (lo que nosotros llamamos saqueo) por fuertes actores políticos internacionales victimizando a los más débiles. Dada la amplitud de nuestro tema, hemos seleccionado los materiales para que nuestros ejemplos, con diferentes grados de detalle, cubran una parte bastante amplia del mundo. Debido a que nuestra preocupación principal es comprender el presente con la ayuda del pasado, dedicamos especial atención al actual poder político dominante, los Estados Unidos. Así, el Estado de Derecho es tratado tanto en su dimensión nacional como internacional. Nuestro último cometido era remover al Estado de Derecho de su pedestal de santidad, mostrándolo como una construcción institucional que se puede utilizar para el bien o —muy a menudo— para el mal.




  Entre los muchos colegas que nos ayudaron a dar forma a los argumentos de este libro necesitamos mencionar a Tarek Milleron, Ellen Hertz, Roberto González, Rik Pinxton, Charles Hirschkind, George Bisharat, Richard Boswell, Teemu Ruskola, James Gordley, Duncan Kennedy, Richard Delgado, Meir Dan Cohen, Elisabetta Grande, Mariella Pandolfi, Luca Pes, Jed Kroncke, George Akerlof, Mónica Eppinger, Mark Goodale, Liza Grandia, David Price, Rob Borofsky, James Holston y Elizabeth Colson.
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  INTRODUCCIÓN




  La única acción verdaderamente política (...) es la que sirve de nexo entre la violencia y el Derecho1.




  Giorgio Agamben




  Con todo lo que se ha escrito sobre el imperialismo y el colonialismo, es sorprendente la escasa atención que se da al rol del Derecho en él. Mientras los teóricos del imperialismo euro-estadounidense profesan reconocer el Estado de Derecho como la clave del proceso de civilización, su lado oscuro ha sido descuidado. El Derecho ha sido utilizado para justificar, administrar y autorizar la conquista y el saqueo occidental, dando lugar a enormes desigualdades mundiales. Así, nosotros sostenemos que los usos imperiales —en el pasado y el presente— del Estado de Derecho están detrás de las actuales —menos que ideales— prácticas de justicia distributiva. Se trata de proyectos culturales que merecen una atención teórica explícita porque ellos estructuralmente impiden el uso del Derecho para explicar la disparidad en la riqueza mundial.




  Una configuración etnocéntrica de las instituciones y sistemas de creencias ha producido un poderoso uso euro-estadounidense de la ideología del Estado de Derecho como clave para proyectos coloniales e imperiales, ya sea ejercida por intereses coloniales británicos, franceses, estadounidenses, belgas, holandeses, españoles, portugueses, alemanes o italianos en busca de su enriquecimiento. La historia general que tratamos de transmitir en este libro también se refiere a la época contemporánea y a la apropiación por los poderes dominantes de los recursos e ideas que pertenecen a otros pueblos, a veces justificada usando las nociones de civilización, desarrollo, modernización, democracia y Estado de Derecho. Nuestra historia es sobre el cada vez mayor uso del Derecho como un mecanismo para construir y legitimar el saqueo. Nuestra intención es examinar el alcance del lado oscuro del Derecho y explicar los mecanismos de los usos imperiales del mismo.




  Otros proyectos imperiales, como el chino, japonés, islámico, o las conquistas soviéticas, han tenido y tienen sus propias configuraciones alrededor de la apropiación, pero la cuestión central en nuestro libro no se refiere a estas otras áreas geográficas, aunque eventualmente podría ser útil comparar las instituciones ideológicas que rigen el saqueo de los pueblos en diferentes épocas y lugares. Lo que es de interés para nosotros en este libro son los mecanismos mediante los cuales el transnacional Estado de Derecho, como una idea netamente occidental, ha llevado al incremento de patrones de saqueo global, un proceso iniciado por la expansión de la sociedad euro-estadounidense en todo el mundo y ahora continuado por las naciones, en particular los EE.UU., y entidades corporativas multinacionales independientemente de la política explícita o del colonialismo militar.




  Nuestro libro rastrea la evolución del rol del Derecho en prácticas de lo que nosotros llamamos saqueo; con frecuencia, la violenta extracción por parte de fuertes actores políticos internacionales victimiza a los más débiles, en dos fases aparentemente independientes de la historia de las relaciones internacionales euro-estadounidenses: el colonialismo y el actual capitalismo corporativo neoliberal. Aunque discretos, estos momentos históricos comparten una variedad de elementos comunes, patrones de continuidad y actores, que a pesar de importantes diferencias no pueden ser excluidos. Debido a que nuestra principal intención es comprender el presente con la ayuda del pasado, nos centramos en los Estados Unidos en particular, el actual poder político dominante en el mundo, de un tipo que no tiene precedentes.




  La retórica que apoya el Estado de Derecho ha fluido a través de las expansiones euro-estadounidenses, y con repetitiva frecuencia, para camuflar la toma de tierra, agua, minerales y mano de obra, como ha ocurrido en innumerables lugares, a los pueblos originarios bajo el colonialismo. Cuando los estudiosos del Derecho o los abogados litigantes hablan del Derecho, comúnmente se refieren a las deliberadas funciones del Derecho —un proceso para facilitar y proteger los acuerdos voluntarios; como un proceso para resolver los agudos conflictos sociales; o como un proceso necesario para una ordenada continuidad—. Sin embargo, el Derecho euro-estadounidense tiene doble filo. Las viles funciones del Derecho están esbozadas en la investigación sobre el colonialismo europeo, sobre orientalismo legal, sobre Derecho y desarrollo como imperialismo jurídico, o trabajos sobre la guerra contra el terror y su efecto transformador en el Estado de Derecho, tanto en el ámbito extranjero como en el interno. Sobre la base de esto, construimos nuestro cuerpo de trabajo. Usando una variedad de ejemplos y episodios sostenemos que a través de la historia euro-estadounidense, el Derecho comúnmente ha justificado el saqueo por parte de las naciones hegemónicas y de otros poderosos actores. El Derecho, como se construye hoy, por medio de los acuerdos de la Organización Mundial del Comercio (OMC), los contextos de condicionalidad del Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Banco Mundial, y la naturaleza etnocéntrica de muchos discursos sobre los derechos, es un Estado de Derecho que justifica el saqueo hasta el paradójico punto de ser ilegal en sí mismo. La cuestión es si el Estado de Derecho, que opera en el contexto del colonialismo y el imperialismo, resulta en desorden más que en orden, proveyendo la continuidad de la opresión en lugar de la interrupción de la práctica colonial.




  La transformación del Estado de Derecho ideal en una ideología imperial ha acompañado el paso de una necesidad de justicia social y solidaridad hacia los requerimientos capitalistas de eficiencia y competencia. Esto es, por ejemplo, Argentina en la década de los 902, cuando Wall Street se hizo más rico a costa del pueblo argentino. Otros ejemplos de saqueo legalizado por el Estado de Derecho imperial los podemos encontrar en Irak. Como Tariq Ali señala: “La fuerza y no el Derecho (…) ha sido usado o amenazado para imponer nuevas leyes y tratados”3, reconociendo así la anarquía inherente en la justicia privatizada como los edictos de Paul Bremer. Éstos no se basan en órganos legitimados y resultan al erradicar la legislación de hidrocarburos vigente, poderosos vehículos para la transferencia de la riqueza Iraquí a corporaciones multinacionales, asistidas por fuerzas ilegales de ocupación.




  Ideas como la promoción del Estado de Derecho, un principio clave en el discurso estadounidense en política exterior —una parte importante del white man’s burden*— han sido evitadas en el debate público debido a que su connotación positiva siempre se ha dado por sentada. Hoy, en nombre de la democracia y del Estado de Derecho, el público estadounidense se ha convencido de la aceptabilidad moral de la agresión y ocupación militar de Irak, utilizando una vez más la “doctrina del poder directo” de George Kennan para proteger tanto los objetivos de extracción como los ideológicos.




  Un elevado debate político sobre cuestiones cívicas fundamentales debe incluir una crítica de los usos imperiales del Estado de Derecho en Irak y en otros lugares. ¿Cómo el Derecho estadounidense se ha transformado en un Derecho imperial? ¿Cómo el cambio de leyes apoya el dominio político y económico estadounidense en el mundo de hoy —un dominio que es problemático para muchos ciudadanos del mundo que sufren sus consecuencias—? ¿En qué medida el Estado de Derecho operó en el pasado colonial y cómo opera hoy como una poderosa ideología que oculta el saqueo?4 ¿Hemos llegado al punto en que esa ideología, que promueve discursos de derechos humanos, nociones de democracia, desarrollo y este Estado de Derecho debe ser expuesta como lo que es y abandonarla? ¿Cuáles son las alternativas a este Estado de Derecho en el largo camino de la civilización? y ¿cuándo es ilegal?




  El Derecho como jurisprudencia de ficción es un punto de partida para una hoja de ruta de los casos en los que nosotros describimos al Estado de Derecho como fundamentalmente ilegal, donde conceptos tales como terra nullius (tierras vacías que no están vacías) se han utilizado para justificar el saqueo desde el inicio de la expansión europea y todavía están en uso hoy en día, como demostramos más adelante (ver Capítulo 3). Éste es un claro ejemplo de la retórica del Estado de Derecho usada como cobertura, camuflaje, o como propaganda cuando participa en operaciones criminales o fuera de la ley. Los mandatos de Paul Bremer en Irak, o las leyes de privatización usadas para transferir el botín hacia las potencias extranjeras, como en Afganistán y en otros lugares (véase el Capítulo 5), son un ejemplo contemporáneo de lo que ocurre cuando la fuerza y la violencia se utilizan para crear el derecho del opresor, cuando el fin justifica los medios. El Estado de Derecho puede ser considerado ilegal cuando éste es aplicado criminal, arbitraria y caprichosamente, victimizando a los sujetos más débiles, o cuando éste viola el espíritu y la letra de los tratados, como la Convención de Ginebra, dirigida a limitar la guerra relacionada con el saqueo, o cuando aquellos que están en el poder a propósito y sistemáticamente no cumplen con la ley o la hacen cumplir sobre la base de un doble estándar o de forma discriminatoria. Consideramos que el Estado de Derecho es ilegal cuando sin legitimidad es impuesto a través de impotentes legislaturas sin la adecuada divulgación, debate o audiencias (véase el Capítulo 7), o cuando se utilizan promesas ilegales o engañosas para cooptar o comprar legisladores, como ocurrió en la creación de la OMC y el TLCAN*. Se puede decir que el Derecho es ilegal cuando es creado por legisladores electos en elecciones falsas, impuestas o contaminadas, en el que solo las minorías insignificantes realmente votan o en las que los votantes se ven obligados a participar. Éstas son algunas de las patologías del Estado de Derecho que expondremos en este libro y que nosotros conceptualizamos en la idea de saqueo como Estado de Derecho ilegal.




  Los países occidentales se identifican a sí mismos como respetuosos del Derecho y civilizados, sin importar lo que su verdadera historia revela. Dicha identificación es adquirida por un falso conocimiento y una falsa comparación con otros pueblos, aquellos de los que se decía que carecían de Estado de Derecho, como en China, Japón, India, y en el mundo islámico en general. Del mismo modo hoy en día, según algunos destacados economistas, los países en desarrollo del Tercer Mundo carecen de mínimos sistemas institucionales necesarios para el desarrollo de un mercado mundial que ahora sirve (como en el pasado) para promover la construcción de la superioridad occidental.




  En este libro, nosotros sostenemos que las leyes de privatización impuestas desde el extranjero, que facilitan acuerdos inconcebibles a costa de la gente, son los vehículos del saqueo, no de la legalidad. La misma política de corporativización y de mercados abiertos, impuesta hoy a nivel mundial por el llamado Consenso de Washington, fue utilizada por los bancos occidentales y la comunidad empresarial en América Latina como el principal vehículo para abrir las venas del continente, tomando prestado la metáfora de Eduardo Galeano, sin solución de continuidad entre los tiempos coloniales y postcoloniales. Ésta fue utilizada en África para facilitar el traslado forzoso de esclavos a América, y hoy en día para facilitar la extracción de productos agrícolas, petróleo, minerales, ideas y objetos culturales en los mismos países. La política de apertura violenta de los mercados para el libre comercio (especialmente de las armas), utilizada en la actualidad en Afganistán e Irak, fue utilizada en China durante la Guerra del opio del siglo XIX, en la que el libre comercio fue interpretado como una obligación de comprar drogas de los distribuidores británicos. La política de protección de la industria occidental por medio de aranceles y barreras de entrada, mientras que al mismo tiempo se obligaba a las industrias locales a competir en un mercado abierto, fue utilizada por el Imperio británico en Bengala, como lo es hoy por la OMC en Asia, África y América Latina. En todos estos escenarios, el trágico sufrimiento humano producido por el saqueo es simplemente ignorado. En todos estos escenarios el Derecho jugó un papel importante en la legalización y legitimación de las prácticas de los actores poderosos contra los débiles. Sin embargo, este uso de poder es apenas explorado en el estudio del Derecho occidental.




  La imagen dominante del Estado de Derecho, sostenemos, es falsa históricamente y en la actualidad, porque no se reconoce plenamente su lado oscuro. La representación falsa parte de la idea de que un buen Derecho (del que otros carecen) es autónomo, separado de la sociedad y sus instituciones, es técnico, no político, no distributivo, y más reactivo que proactivo: más sucintamente, un marco tecnológico para un eficiente mercado. Debido a estas falsas representaciones, la buena gobernanza que supuestamente caracteriza a los propósitos del Derecho se convierte en la espina dorsal de naturalizados argumentos profesionales que son estructurados para legitimar el saqueo.




  Nosotros sostenemos que el Estado de Derecho tiene un lado claro y un lado oscuro, con el último progresivamente se ha conquistado nuevos territorios cada vez que el primero no está investido por un alma político. En ausencia de tal vida política, el Estado de Derecho se convierte en una fría tecnología y el lado oscuro puede cubrir todo el escenario mientras el Derecho cede a abrazar la violencia bruta. El empoderamiento político del lado claro del Estado de Derecho puede provenir de muchos lugares, no necesariamente basado en la justicia. Durante la Guerra Fría, por ejemplo, hubo algún tipo de incentivo a la práctica de un Estado de Derecho democrático en sus funciones positivas de establecer orden, gestión de conflictos y toma de decisiones justas y basadas en principios. Pero el cambio en el equilibrio de poder después de la Guerra Fría nutrió el lado oscuro del Derecho, removiendo la atadura política al Derecho. La élite gobernante de los Estados Unidos ya no necesitaba convencer a otros países y a la gente de los valores de la democracia y la virtud del Estado de Derecho, los que después del comunismo, en su realización soviética, habían colapsado en la corrupción y en la ilegalidad. Gradualmente, declinaron los incentivos para las virtudes institucionales en Occidente. Un cambio público de la justicia por las ganancias, del respeto por los robos, seguido de una atmósfera de silenciado debate político, abrumado por una retórica auto-complaciente, como la del fin de la historia, a través de la década de los 90. Después, el silencio político acompañante del saqueo fue normalizado por discursos de patriotismo, detenidos, combatientes enemigos, y de tribunales especiales evocando a los tribunales autoritarios de los siglos XIX y XX, incluyendo fases contrarias al Derecho como en la reforma del tort* o las políticas de tortura. Esta praxis post 11 de Setiembre, así como su perenne rendición de poder hacia los actores corporativos, nos lleva muy lejos del modelo norteamericano de legalidad y democracia que, aunque de muchas maneras retóricas e hipócritas, ha sido admirado en todo el mundo y sin duda contribuyó al final de la Guerra Fría.




  Debido al alcance de nuestro proyecto, hemos seleccionado materiales e ilustraciones que incluyen gran parte del mundo, pero no pretenden ser exhaustivos. En nuestros ejemplos, los usos del Estado de Derecho son discutidos en el pasado y en el presente, tanto en su dimensión nacional como internacional, teniendo debidamente en cuenta el papel decreciente de los estados con respecto a los grandes actores corporativos. Cuando grandes actores corporativos dominan los estados o se fusionan con estos, el Derecho se convierte en un producto de la economía, y lo que una vez era dominación occidental es ahora capitalismo corporativo multinacional. Democracia, Estado de Derecho, desarrollo, derechos humanos internacionales y los argumentos sobre la carencia son en el panorama jurídico actual una parte importante de la retórica de legitimación de la extracción corporativa internacional.




  Las culturas contemporáneas de masas operan dentro de un corto lapso de tiempo. La mayoría de los intelectuales occidentales no entienden que es debido a anteriores imperios expansionistas que las culturas se conectan entre sí y comparten una buena parte de la historia del mundo. Lo que es peor, muchos intelectuales no reconocen que es precisamente por el saqueo de oro, plata, recursos biológicos, y más, que el desarrollo se aceleró en Occidente; y, por lo tanto, el sub-desarrollo es una victimización históricamente producida a los más débiles y a las comunidades más alejadas, y no la enfermedad de pocas personas.




  El predominante corto plazo y el oportunismo de poca visión deben ser superados. Existen demasiadas personas politizadas en el mundo actual —como lo demuestra la oposición mundial a la invasión de EE.UU. a Irak— para hacer sostenible el imperialismo estadounidense. Una historia narrativa de la aventura imperial interpretada en históricos y contemporáneos términos jurídicos abre la posibilidad de un replanteamiento radical de un modelo de desarrollo definido por las ideas occidentales de progreso, desarrollo y eficiencia. Una visión de una sociedad justa requiere que evitemos una idea de libertad que permita la desigualdad masiva porque el Estado de Derecho es siempre utilizado para proteger el resultado final. Liberación es una mejor palabra que libertad. Liberación no puede existir sin una democracia auténtica y no existe democracia sin una justa distribución de los recursos.


  ¿Tiene aún el Estado de Derecho un papel en el intento de establecer las condiciones para la liberación?




  Tal vez potenciando su lado claro y exponiendo completamente los aspectos oscuros del Estado de Derecho pueda transformarse éste en una herramienta para tomar el control de un mundo desbocado, alimentado por una dinámica económica llamada neoliberalismo. Tal vez el Estado de Derecho no pueda ser reformado y solo la revolución pueda separarlo del abrazo mortal del saqueo. En ambos casos, la comprensión del saqueo es una condición previa para la acción. Nuevas orientaciones exigen un reconocimiento de la configuración que ha acompañado a las diferentes olas de expansión euro-estadounidense. Una reconfiguración significa, ante todo, un claro rechazo de una ideología de superioridad inherente a la cultura occidental que no reconoce que Occidente es en sí mismo parte de algo mucho más grande. Después de todo, el descubrimiento de la agricultura y las tres grandes religiones del mundo —el Cristianismo, el Islam y el Judaísmo— tuvieron su origen en el Medio Oriente. Más importante aun, para nuestros fines proponemos una mirada inflexible en lo que está detrás del Estado de Derecho como un indiscutible valor del actual capitalismo dominado por el corporativismo.




  Varios destacados pensadores de hoy, dentro y fuera de la academia, sugieren que los problemas que enfrentamos son de carácter sistémico, de un sistema de varios cientos de años de expansión euro-estadounidense y de dominación basada en la extracción y saqueo; un sistema que ahora es adoptado por India y China. La destrucción cultural y material se ha llevado a cabo a un ritmo acelerado, por lo menos desde el siglo XVIII. Las dos estrategias de legitimación, una motivada por un concepto universal de justicia y la otra por un concepto universal de eficiencia (la primera comúnmente asociada con el colonialismo y la segunda con la americanización moderna) son profundamente defectuosas y no aceptables por más tiempo. El argumento de la carencia, donde se crea una ausencia comparativa que solo puede remediarse mediante la transferencia de legislación desde una fuente occidental, es, también, escandaloso cuando se ve como otro movimiento imperial. Del mismo modo es indignante el Derecho como un instrumento social y político que permite a las élites locales interactuar con la economía mundial frente a las crecientes desigualdades sociales. Saqueo, sugerimos, es un concepto importante para unificar y describir, como la regla, las distorsiones en el modelo capitalista de expansión que son reconocidas a lo mucho como excepciones.




  Tal vez el saqueo como regla antes que como excepción permita al lector indignarse. El escándalo de Enron, el escándalo de los fondos de inversión y otros ejemplos descritos como excepciones (como las torturas en Abu Ghraib, en la Bahía de Guantánamo y en la Base Aérea de Bagram, o el uso ilegal de armas de destrucción masiva en Faluya), de hecho, son la regla del desarrollo corporativo capitalista; los trabajadores son víctimas, la gente pierde sus ahorros, inocentes son asesinados, los campesinos se mueren de hambre. La distinción entre lo que es legal y lo ilegal se desdibuja en un mundo en el que se reduce el Estado de Derecho a una retórica aburrida o a un doble lenguaje orwelliano. ¿Cuánto más sufrimiento necesitamos para darnos cuenta de que tragedias similares son la regla y no la excepción? ¿Cuánto tiempo más necesitamos para reconocer el fracaso civilizador del capitalismo corporativo y la necesidad de organizar alternativas radicales a sus destructivos modelos de desarrollo?




  El Capítulo I, “Saqueo y Estado de Derecho” intenta presentar una estructura del saqueo e introduce la tesis principal y el método del libro. Se muestra al lector los múltiples significados de Estado de Derecho, las hegemonías que facilitan la expansión euro-estadounidense, el proyecto colonial vinculado con su presente imperial, y cómo el final del equilibrio de la Guerra Fría ha facilitado la construcción del actual imperio de anarquía. El Capítulo II, “Neoliberalismo: motor económico del saqueo”, comienza con un ejemplo concreto de saqueo en la Argentina contemporánea, originado por poderosos y respetados actores institucionales, tales como las empresas de Wall Street y el Fondo Monetario Internacional. También introduce la idea de ajuste estructural, desarrollo integral y el condicionado Estado de Derecho impuesto como afín al saqueo. El Capítulo III, “Antes del Neoliberalismo: una historia del saqueo occidental”, aborda el tema de la continuidad, rastreando las raíces de las actuales políticas neoliberales hasta el colonialismo euro-estadounidense. El Capítulo IV, “El saqueo de ideas y los proveedores de legitimidad”, comienza con un ejemplo concreto de saqueo: la de las ideas, en forma de patentes occidentales y los derechos de propiedad intelectual impuestos a los recursos que pertenecen a pueblos más débiles. También presenta a los abogados, economistas y antropólogos como proveedores de legitimidad a las prácticas de saqueo justificadas por el Estado de Derecho. El Capítulo V, “Construyendo las condiciones para el saqueo”, inicia con el ejemplo concreto del saqueo legalmente facilitado del petróleo en Irak, y analiza una variedad de otros actuales entornos geográficos y políticos en los que la ideología del Estado de Derecho se ha probado efectiva en la construcción de las condiciones del saqueo intervencionista. El Capítulo VI, “Derecho imperial internacional”, desarrolla una explicación teórica de los diversos ejemplos hasta ahora presentados enfocándose en el rol del Derecho. Se discute la manera en que la concepción anglo-estadounidense del Estado de Derecho se ha convertido en hegemónica, describiendo las transformaciones jurídicas globales como desarrollo del Derecho imperial. Tales transformaciones, sostenemos, han preparado el escenario actual del imperio de la anarquía. El Capítulo VII, “Hegemonía y saqueo: desmantelando la legalidad en Estados Unidos”, aborda el impacto interno del escenario post Guerra Fría, enfocando las transformaciones del Estado de Derecho estadounidense como una justificación ideal para el saqueo. Se muestra cómo estas transformaciones, tal vez inevitables en un escenario imperial, han facilitado lo que nosotros llamamos el saqueo de la libertad, un proceso de transformación social por el que se crea un terreno ideal para futuros saqueos corporativos. Finalmente, el Capítulo VIII, “¿Más allá de un Estado de Derecho ilegal?”, intenta esbozar algunas conclusiones basadas en el reconocimiento de los usos del Estado de Derecho en aventuras imperiales y no más en el propio interés de las personas, un desafío central para la legitimidad del Derecho en el siglo XXI.


  




  * N. del T.: la referencia corresponde al título de un poema escrito en 1899 por el poeta inglés Rudyard Kipling. En el poema se presenta la idea de la existencia de un deber de parte del hombre blanco de llevar la civilización a todo el mundo y en donde la colonización se da en beneficio de los colonizados.




  * N. del T.: La referencia es al Tratado de Libre Comercio de América del Norte, suscrito entre los países de Estados Unidos, Canadá y México.




  * N. del T.: El tort en los países del sistema del Common Law se asemeja a lo que es la responsabilidad civil extracontractual en los países del sistema de Civil Law.




  

    

      1 Agamben, Giorgio, The State of Exception, traducido por Kevin Atiell, Chicago, University of Chicago Press, 2005.


    




    

      2 Se discute en el Capítulo 2.


    




    

      3 Véase Ali, Tariq, Bush in Babylon: the Recolonization of Irak, Nueva York, Verso, 2003, p. 177.


    




    

      4 Un análisis interesante sobre esta cuestión puede ser encontrado en Mommsen, W.J. y J.A. De Moor (eds.), European Expansion and Law — the Encounter of Europeanand Indigenous Law in 19th— and 20th-Century Africa and Asia, Gordonsville, Berg Publishers, 1992.


    


  




  Capítulo I




  Saqueo y Estado de Derecho




  1.1. Una estructura del saqueo




  La expresión Estado de Derecho* ha ganado aceptación mucho más allá del conocimiento especializado de los abogados, donde tiene una larga tradición, habiendo sido utilizada al menos ya en los tiempos de Sir Edward Coke a finales del siglo XVI en Inglaterra. En los últimos tiempos, sin embargo, ha alcanzado las esferas políticas y culturales, y ha entrado en el discurso cotidiano y en el lenguaje de los medios de comunicación. Ha sido pronunciado en innumerables discursos políticos, pasea por las agendas de actores privados y públicos, y por la lista de sueños de muchos activistas.




  Lamentablemente, como casi siempre sucede con las palabras de moda utilizadas en una amplia variedad de contextos semánticos, el término ha perdido gradualmente claridad y hoy es interpretado de maneras muy dispares. Hoy en día, el concepto no puede, por medio alguno, ser reducido a un significado técnico-jurídico. No es específico incluso en el lenguaje informal de los abogados y mucho menos en el común uso diario. A pocos de sus usuarios parece importarles esta falta de precisión, que deriva de la amplia variedad de nuevos significados que el concepto ha adquirido a través del tiempo, espacio y de las diferentes comunidades de usuarios. Estado de Derecho casi nunca es cuidadosamente definido como un concepto, los usuarios de la expresión aluden a significados que ellos asumen como claros y objetivos, pero que en realidad no lo son. Estado de Derecho se ha convertido así en parte de esa dimensión del conocimiento tácito descrita por Polanyi en su clásico estudio de la comunicación humana1. Naturalmente, este sería un fenómeno perfectamente inocente y común que no valdría la pena investigar, si no fuera por las serias consecuencias políticas de la frase en diferentes contextos2.




  Podemos comenzar observando que las connotaciones de la expresión Estado de Derecho siempre han sido implícitamente positivas. El legendario constitucionalista del siglo XIX Albert V. Dicey sostuvo, por ejemplo, que el Estado de Derecho fue el rasgo que distinguía a la civilización constitucional liberal británica en contraposición a la tradición autoritaria francesa basada en el Derecho Administrativo. Hoy en día, el concepto está indisolublemente ligado a la noción de democracia, convirtiéndose así en un potente y casi indiscutible ideal direccionado positivamente. ¿Quién podría argumentar en contra de una sociedad gobernada por la democracia y el Estado de Derecho? En realidad, sería como argumentar en contra del Derecho siendo justo, o en contra del mercado siendo eficiente. En este libro, nosotros no estamos llevados por un deseo de argumentar en contra del Estado de Derecho. Solo queremos obtener una mejor comprensión de esta poderosa arma política para cuestionar su estatus casi sagrado, analizando a éste como un artefacto cultural occidental estrechamente vinculado con la difusión de la dominación política occidental. Vamos a tratar de desentrañar su relación con el ideal de democracia y, por el contrario, identificar su estrecha asociación con otra noción, la de saqueo.




  Aclaremos, antes de continuar, lo que entendemos por el término saqueo. El American Heritage Dictionary define saqueo como “el robo de bienes por la fuerza, especialmente en tiempos de guerra; pillaje” y saqueo (el sustantivo) como “bienes robados por fraude o fuerza”. Es la última definición la que especialmente trae a la mente el lado oscuro del Estado de Derecho. Nosotros abordamos tanto el saqueo por la fuerza como el saqueo por el fraude, ambos envueltos en el Estado de Derecho por ilustres juristas y abogados. Nosotros seguimos el desarrollo del apoyo esencial que el Estado de Derecho ha prestado al saqueo. Pero, ¿qué del saqueo mismo? El término evoca imágenes de harapientos conscriptos luchando por cofres de oro siglos atrás. En lo que sigue, vamos a expandir lo que comúnmente se entiende por saqueo mucho más allá de estas connotaciones. Por su parte, el rol de apoyo que el Estado de Derecho ha jugado es el de constreñir el significado de la palabra saqueo a los actos que la mayoría de nosotros pensamos que somos incapaces de cometer.




  Una noción amplia de saqueo lo definiría como la desigual distribución de los recursos por parte de los fuertes a expensas de los débiles. Pero tal enfoque debe dirigirse a un problema concreto y adaptarse para incluir nociones de legalidad e ilegalidad. Debe adaptarse hasta el punto donde los niños se mueren de hambre en medio de escenas de violencia catastrófica, mientras que a miles de kilómetros de distancia (o solo a pocos kilómetros de distancia si observamos las penurias de niños inmigrantes ilegales sin seguro médico en el Valle Central de California) algunos un poco mayores pasean en un vehículo todo terreno deportivo de 3 toneladas a gas. Ahora dibujamos una conexión entre los dos: el saqueo. O tomar a un agricultor que no tiene derecho legal para utilizar los tipos de semillas que él y sus antepasados han sembrado durante siglos y trazar una línea desde las semillas hasta los obscenos beneficios ahora generados por sus nuevos dueños corporativos: saqueo.




  Comencemos encontrando la noción de Estado de Derecho en los orígenes mismos de la tradición jurídica occidental: en el momento altamente simbólico en el que el Derecho y la política se divorciaron, trayendo a la humanidad el milagro de un gobierno de las leyes y no de los hombres. En un gobierno de leyes, predicamos aún hoy, a países como China o Cuba, que el gobernante más poderoso también debe someterse al imperio de la ley. Fue Sir Edward Coke quizás el más influyente juez del Common Law en la historia, quien utilizó el concepto del Estado de Derecho (rastreándolo hasta la naturaleza constitucional de la monarquía inglesa según lo establecido por la Carta Magna) para excluir la participación del rey en las deliberaciones de los tribunales del Common Law. De acuerdo con esta primigenia noción, existe un dominio del saber que es especializado y que pertenece a los abogados. El Rey (Jaime I, 1603-1625), no importa que tan poderoso era, no estaba legitimado por este conocimiento especializado, por lo tanto no podía sentarse como un juez en sus propios tribunales de justicia. El caso, Prohibition del Roy (1608 12 Coke Rep 63), fue decidido durante un período muy duro de la historia inglesa eventualmente conduciendo al regicidio y al interregno. Durante esa lucha política, los tribunales del Common Law (celosos de sus jurisdicciones) estuvieron aliados con los barones, asentados en el Parlamento, siempre sospechosos de todo intento de modernización de la monarquía, empezando con los Tudor (especialmente Enrique VIII), tratando de llevarla a cabo. De hecho, la modernización era una amenaza a los privilegios de la aristocracia terrateniente, y la alianza con los tribunales del Common Law protegió con éxito los derechos ingleses de propiedad de ya larga data3.




  Por lo tanto, el nacimiento del Estado de Derecho, si lo ubicamos en el tiempo de la Carta Magna o en el de Sir Edward Coke, no tuvo nada que ver con las nociones de democracia, ¡a menos que quisiéramos afirmar que el Parlamento inglés de aquel tiempo era una institución democrática! Como es ampliamente reconocido por los historiadores contemporáneos, el nacimiento del Estado de Derecho fue en realidad el triunfo de la estructura social medieval sobre la modernización. Fue solo la subsiguiente retórica whig* de los estudiosos ingleses, acompañada por los relatos de historiadores católico-romanos continentales destinados a difamar a Enrique VIII, la que ha reconstruido esta historia de una forma totalmente opuesta, convenciéndonos de la falsa idea de que el progreso y la civilización fueron protegidos por la alianza entre el Parlamento (¡democracia!) y los tribunales del Common Law (el Estado de Derecho).




  Así, el Estado de Derecho, una herramienta utilizada desde el principio por los abogados para reclamar un estatus profesional especial como guardianes del gobierno de las leyes, en realidad nació fuera de sus roles como guardianes de una establecida, altamente desigual y ciertamente no democrática distribución de la propiedad en la sociedad. Esta misma situación emerge claramente de los Federalist Papers** (en particular los números 10 y 51) en los que James Madison trata de justificar la necesidad de un orden constitucional basado en pesos y contrapesos como forma de evitar el sectarismo y la opresión de la mayoría sobre una minoría. Una vez más, y a pesar de que los miembros del Congreso de los EE.UU. son elegidos, el Estado de Derecho es recibido como una protección de la desigual distribución de la propiedad, favoreciendo a la minoría de los que tienen en contra de la mayoría de los que no tienen: “pero la fuente más común y duradera de las facciones han sido las diversas y desiguales distribuciones de la propiedad. Aquellos que tienen y los que no tienen propiedad siempre conformaron diferentes intereses en la sociedad”4. La protección de la distribución desigual de la riqueza (en gran medida saqueada de los nativos americanos* y justificada por el Derecho natural) está, pues, en la raíz misma de la preocupación de los padres fundadores sobre la posibilidad de que la mayoría pudiera realmente decidir redistribuir la propiedad de una manera más equitativa. El ideal democrático tenía que ser limitado por una serie de hábiles técnicas jurídicas (incluyendo el federalismo y el sistema electoral), una vez más, confiando en el control profesional de los abogados cuya verdadera élite se sentaba en los tribunales, los guardianes institucionales del Estado de Derecho.




  Debido a su largo linaje como favorito de la élite gobernante, el Estado de Derecho siempre ha sido descrito como una cosa buena; no se espera que alguien argumente en contra de él en el actual discurso político dominante. Por supuesto, uno podría recordar nociones del Derecho como una superestructura de la Economía —una crítica tradicional de la idea misma de la legalidad burguesa—. Sin embargo, la concepción del Derecho como un autónomo (o al menos semi-autónomo) campo social es tan persuasivo que los estudiosos de hoy, tanto los académicos marxistas como los observadores sociales, están de acuerdo con él. Por lo tanto, carente de cualquier crítica de gran alcance intelectual, el Estado de Derecho vive hoy en un cómodo limbo, estirado para adaptarse a las necesidades de cada lado del espectro político, como un símbolo o un ícono en lugar de una estructura institucional de la vida real con sus pros y sus contras, para ser discutida y entendida como cualquier otro objeto cultural.




  Recientemente, Niall Ferguson, un historiador5 con extraordinario acceso a los medios de comunicación y al discurso público dominante, ha ofrecido un ejemplo de ese poder legitimador del Estado de Derecho mediante la introducción de un asunto (moderadamente) revisionista con motivo del Imperio británico. Uno podría observar, incidentalmente, que el mismo término botín, un difuso sinónimo de saqueo y pillaje, es una palabra hindú introducida en el vocabulario inglés después del despojo de Bengala. Un observador nostálgico, Niall Ferguson sostiene extensamente que el Estado de Derecho, como legado mundial del Imperio británico, es como un bien precioso dejado a la humanidad en todo el mundo, que la brutal violencia usada para imponerlo (incluyendo la guerra, el saqueo, la trata de esclavos, asesinatos masivos, limpieza étnica y genocidio) no puede ser condenada tout court. Similares argumentos revisionistas, basados en nociones generales de civilización, pueden ser vistos resurgir también en Francia, donde una reciente ley insta a los autores de los textos escolares de historia a presentar al colonialismo bajo una luz más equilibrada.




  En lo que sigue, examinaremos cómo el Estado de Derecho ha sido utilizado por los poderes coloniales europeos en sus colonias y seguiremos su evolución y transformaciones en el reinado del actual poder hegemónico, los Estados Unidos. No es de extrañar que el Estado de Derecho occidental, mientras define su rótulo legal como hace un tren que traza sus propios caminos, es muy a menudo un instrumento de opresión y saqueo, y así, irónicamente, se llena de un espíritu de ilegalidad.




  Alguien que indaga sobre el sentido último de la expresión popular Estado de Derecho pronto se da cuenta que la idea tiene al menos dos diferentes significados agregados en la tradición democrática liberal dominante, ambos, sin duda, no comparten nada con el saqueo. En el primero, el Estado de Derecho se refiere a las instituciones que protegen los derechos de propiedad contra las expropiaciones y que garantizan las obligaciones contractuales. Éste es el significado del Estado de Derecho invocado por los hombres de negocios occidentales interesados en invertir en el extranjero. Las instituciones internacionales como el Banco Mundial o el Fondo Monetario Internacional (FMI) a menudo señalan la falta de un Estado de Derecho como la principal razón de la insuficiente inversión de los países ricos en los países pobres. El Estado de Derecho es entonces interpretado como la columna vertebral de una economía de mercado ideal. El sinónimo buen gobierno se utiliza también para comunicar este significado. Recetas normativas para la liberalización del mercado y la apertura de los mercados locales a la inversión extranjera (a menudo, allanando el camino para el saqueo) vienen entonces empaquetadas en el envoltorio prestigioso del Estado de Derecho.




  El segundo enfoque se refiere a una tradición política liberal arraigada en el Derecho natural, una escuela de pensamiento desarrollada en Salamanca por juristas jesuitas durante los siglos XV y XVI y que después se convirtió en una teoría jurídica dominante en toda Europa (incluida Gran Bretaña), en la forma más secular de Derecho racional. De acuerdo a esta tradición, la sociedad debe regirse por la ley y no por un ser humano como gobernante (sub lege, non sub homine). La ley es impersonal, abstracta y justa, porque se aplica ciegamente a cualquier persona en la sociedad (de ahí el ícono de la larga tradición de la justicia como una deidad ciega). Los gobernantes pueden ser caprichosos, arrogantes, crueles y partidistas, en una palabra: humanos. Si la ley no los limita, sus gobiernos terminarán en tiranía y corrupción. En esta tradición, hecha eco en los Federalist Papers, y muy valorada entre los padres fundadores de los Estados Unidos, un sistema está efectivamente gobernado por el Estado de Derecho cuando sus líderes están bajo su control, y carece de Estado de Derecho cuando la autoridad es tan ilimitada que el líder puede ser considerado un dictador. La carencia de Estado de Derecho, en este segundo sentido, es una preocupación para los activistas internacionales de los derechos humanos y las instituciones preocupadas por las consecuencias de gobiernos despiadados y sin restricciones que tienen a la población como objetivo.




  Algunos conservadores podrían favorecer el primer significado, la protección de la propiedad y de los contratos, y utilizar el segundo significado para ganar apoyo en favor de la intervención militar. El segundo significado, la concesión de derechos, es el favorito de la izquierda moderada y de muchos activistas internacionales de derechos humanos que buscan hacer el bien usando el Derecho (los benefactores). Tal vez alguien que se encuentra en la llamada tercera vía podría reclamar ser un campeón de los dos significados, los que parecen fusionarse en la reciente definición comprehensiva del Banco Mundial: “El Estado de Derecho exige una legislación transparente, leyes justas, ejecución predecible, y gobiernos responsables para mantener el orden, promover el crecimiento del sector privado, combatir la pobreza y tener legitimidad”6.




  En ambas perspectivas, el Estado de Derecho es interpretado como un límite negativo al poder de intervención del Estado. En consecuencia, por una parte, el Estado tiene que proveer y respetar el Estado de Derecho como una clase de consideración a la concentración del poder que sigue a la soberanía. Por otra parte, el Estado de Derecho es concebido como algo que está por encima del Estado, un factor de legitimación del Estado mismo7.




  Un sistema puede ser gobernado por el Estado de Derecho en uno u otro sentido. Hay sistemas en los que los derechos de propiedad son adorados, pero que todavía se rigen por líderes despiadados y sin restricciones. Los presidentes Fujimori de Perú o Pinochet de Chile son buenos ejemplos recientes de tales combinaciones, pero muchos otros gobiernos autoritarios en la actualidad en el poder, principalmente en África, Asia y América Latina, que siguen las prescripciones de “buen gobierno” del Banco Mundial, también entran en esta categoría. Del mismo modo, el presidente Bush de los Estados Unidos, con el desequilibrio de poder en gran medida a favor del Poder Ejecutivo sobre cualquier otro poder del Estado, solo se adaptaría a la primera definición de Estado de Derecho (véase el Capítulo 7).




  En otros sistemas, con buenas credenciales en derechos humanos, los gobiernos interpretan sus roles como significativamemente redistributivos. Los derechos de propiedad no pueden ser sagrados, y una variedad de teorías sociales pueden limitar su extensión o restringirlo sin compensación. En tales contextos, a menudo, los tribunales y los académicos pueden desarrollar teorías que limiten la ejecución de los contratos en nombre de la justicia y la solidaridad social. En consecuencia, ellos podrían encajar en la segunda, mas no en la primera definición del Estado de Derecho. Los países escandinavos, desarrollando actitudes compartidas en un momento u otro de la historia por una serie de tradiciones jurídicas continentales, como Francia, Alemania, e Italia (o el New Deal de los Estados Unidos), podrían ofrecer tal modelo en las sociedades occidentales. Tal vez el Lesoto de hoy en día o el presidente Salvador Allende de Chile podrían ofrecer reales o históricos ejemplos en el sur.




  Los países occidentales han desarrollado una fuerte identidad de ser gobernados por el Estado de Derecho, no importa cuál podría ser la verdadera historia o la situación actual. Esa identidad se obtiene —como es el patrón usual— en comparación con “el otro”, casi siempre presentado como carente del Estado de Derecho. Un ejemplo reciente interesante es un artículo de primera plana del New York Times titulado “Fallas profundas y poca justicia en el sistema judicial de China”8. El autor describe el caso de un hombre chino inocente, incriminado por los fiscales, condenado a muerte y finalmente liberado debido a circunstancias favorables. El artículo da a entender que estos casos no se darían si el Estado de Derecho occidental estuviese implementado. Por desgracia, el lector nunca es informado de que cientos de casos similares ocurren habitualmente en el sistema de justicia criminal de los EE.UU., y que cada vez más, los errores se descubren solo después de que la ejecución ha ocurrido9. Así, nuestro autorretrato de gobernados por el Estado de Derecho excluye la comprensión de lo que se ha llamado orientalismo jurídico10.




  La carencia de Estado de Derecho ha estimulado y justificado históricamente una compleja variedad de modelos de intervención con fines de saqueo por parte de estados poderosos o agentes económicos en situaciones de relativo vacío de poder. La concepción occidental del Estado de Derecho, útil para la comunidad de expatriados, los inversionistas internacionales y el deseo de organizar el poder autoritario de una manera más eficaz, se impuso, con una variedad de estrategias, en China y Japón hacia finales del siglo XIX y principios del siglo XX con el fin de abrir el mercado asiático para el saqueo extranjero. Antes, en todo el continente americano, la carencia de propiedad individual, un símbolo de la concepción de Derecho natural del Estado de Derecho, justificó la toma de tierras de los indios consideradas vacías por el principio occidental del descubrimiento. Hoy en día el Estado de Derecho, sigue siendo un concepto indefinido y que se justifica a sí mismo; es poderosamente patrocinado por los llamados planes de ajuste estructural (PAE), que son los instrumentos a través de los cuales las instituciones financieras internacionales (Banco Mundial y el FMI) condicionan sus préstamos. La falta de Estado de Derecho ha también justificado el despiadado e ilegal bombardeo (a través de la Organización del Tratado del Atlántico Norte, OTAN) de la antigua Yugoslavia por parte del gobierno de los Estados Unidos, con el apoyo tanto de los gobiernos europeos de derecha como los de centro-izquierda. Ha sido nuevamente utilizado, junto con una variedad de otras razones, para intentar justificar las posteriores invasiones de Afganistán e Irak.




  La idea de que el Derecho es un instrumento de opresión y de saqueo rivaliza con bibliotecas enteras de Derecho y Ciencia Política en las que se exalta su aspecto positivo. A causa de estos desequilibrios, una perspectiva histórica y comparativa es inevitable para la comprensión del desarrollo del saqueo perpetrado por una variedad de usos del Estado de Derecho. Una de las históricamente más importantes intervenciones de este tipo es, por supuesto, el colonialismo, que servirá como escenario de fondo para nuestro principal objetivo: la comprensión de la situación actual como continuidad más que como ruptura, de viejos vicios en lugar de actitudes nuevas. El mundo occidental, bajo el actual liderazgo de EE.UU., habiéndose convencido a sí mismo de su posición de superioridad (etnocentrismo más el respaldo del poder), en gran parte justificada por su forma de gobierno, ha tenido éxito en la difusión de la ideología del Estado de Derecho como universalmente válido, detrás de cuya sombra se esconde el saqueo, tanto en los temas nacionales como internacionales.




  Según una encuesta realizada por Pew Global Attitudes Project, en la actualidad el 79% de los estadounidenses creen que es bueno que los ideales y los valores norteamericanos se difundan en el mundo y otro 60% cree, abiertamente, en la superioridad de la cultura estadounidense11. Si bien los datos comparativos muestran cifras significativamente más bajas que en otros países occidentales, es un hecho que estas actitudes de superioridad occidental permiten un expansionismo e imperialismo que solo una visión muy formalista del Derecho y de la soberanía puede considerar una ruptura con la época colonial.




  Las intervenciones internacionales de hoy en día, significativamente las de Irak y Afganistán, lideradas por los Estados Unidos ya no son abiertamente esfuerzos coloniales. Pueden ser llamadas neocoloniales, imperialistas o simplemente intervenciones post-coloniales. Aunque prácticamente todos los estados europeos coloniales (sobre todo Portugal, España, Gran Bretaña, Francia, Alemania e incluso Italia) se consideraban como los imperios, para nuestros propósitos, imperio, describe la actual fase de desarrollo capitalista multinacional con los EE.UU. como la superpotencia más importante, mediante el Estado de Derecho, cuando este lo utiliza del todo, para allanar el camino hacia la dominación por parte de las corporaciones internacionales. El colonialismo se refiere a una discreta fase histórica, finalizada por una formal descolonización, en la que las potencias occidentales realizaron la extracción colonial en competencia con otras. La continuidad sustancial entre las dos fases se encuentra en los usos imperiales del Estado de Derecho para lograr y justificar lo que solo puede ser llamado saqueo.




  1.2. Saqueo, hegemonía y superioridad posicional




  Nuestra exploración de cómo el Estado de Derecho es usado para justificar el saqueo requiere una variedad de herramientas, incluyendo la noción de hegemonía12, poder alcanzado por una combinación de fuerza y consentimiento. El poder no puede mantenerse a largo plazo solo por medio de la fuerza bruta. Más a menudo es impuesto a grupos de personas que más o menos voluntariamente aceptan la voluntad de los fuertes. En relaciones internacionales, el papel del consumismo en la difusión y la recepción definitiva de los valores de EE.UU. en países como los del antiguo bloque socialista ejemplifica claramente el medio por el cual dicho consentimiento, la clave para la hegemonía, es alcanzado.




  Mientras que la fuerza es generalmente el terreno de las instituciones represivas como el ejército o la policía, el consentimiento es más a menudo producido por instituciones tales como escuelas, iglesias o medios de comunicación, como lo demuestra el esfuerzo de miles de millones de dólares de los EE.UU. en la lucha contra las drogas13. Estas instituciones son parte integrante de la hegemonía y al mismo tiempo hacen de su componente ideológico un concepto transversal a las clases sociales, por lo tanto va más allá de la restringida idea marxista de la ideología como un mecanismo específico de cada clase14. La hegemonía es, por tanto, al menos en parte, alcanzada por una difusión del poder entre una pluralidad de individuos a través de las clases. Esta difusión del poder se convierte en un concepto clave para refutar la idea de que el poder se impone desde arriba15.




  La difusión del poder para construir la hegemonía, sin embargo, que en el Derecho acompañó al desarrollo colonial de las instituciones jurídicas occidentales de estilo adversarial, dio como resultado el nacimiento de lo contra-hegemónico. Un examen atento de la aplicación del Derecho en tiempos de la colonia16 muestra que el empoderamiento es una consecuencia no deseada del Estado de Derecho formal. A menudo, los subordinados daban la bienvenida a la llegada de los tribunales adversariales, en los que se reivindicaban los derechos y se obtenía justicia. Las mujeres, por ejemplo, se acogieron a esta nueva oportunidad para subvertir los patrones de dominación patriarcal mediante el uso de los tribunales coloniales. Debido a este potencial de empoderamiento del Derecho, los gobernantes coloniales a menudo entraron en alianzas con poderes patriarcales locales, limitando el acceso a modernos sistemas jurídicos y reconociendo las estructuras de poder tradicionales (a menudo inventadas). Estos embrionales vínculos de la hegemonía y de poderes contrarrestados son de crucial importancia. De hecho, el Estado de Derecho muestra un doble filo, una naturaleza contradictoria: puede favorecer la opresión, pero también puede producir el empoderamiento de los oprimidos que lleva a la contra-hegemonía. Ésta es la razón por la cual poderosos actores a menudo intentan hacer frente a la contra-hegemonía mediante la armoniosa incorporación de “flexibles” aspectos dirigidos a desempoderar potenciales resistencias de los oprimidos mediante la limitación del uso por parte de éstos de cortes adversariales. Hoy en día, el movimiento mundial de Resolución Alternativa de Conflictos (RAC) funciona como un fuerte dispositivo de desempoderamiento que el discurso dominante hace atractivo mediante el uso de una variedad de prácticas retóricas, tales como la necesidad de remediar los “excesos” de litigios o promoviendo la conveniencia de una forma más “armoniosa” de sociedad17. Al igual que en la época colonial, la tradición, inventada o no, sirve a esta función de desempoderamiento. Éstas son el tipo de continuidades que nosotros exploramos.




  La generalización y construcción de estereotipos para fines de control es una de las estrategias más potentes destinadas a minimizar la complejidad de los diferentes entornos sociales, y luego justificar su dominación y saqueo. El “otro” es descrito como simple, primitivo, básico y estático, carente de fundamentos, en la necesidad de las cosas más simples y obvias, lo que demuestra una incapacidad básica para la autodeterminación. Este proceso, que forma parte de una dimensión tácita de las culturas dominantes, puede ser visto en juego tanto en la pasada época colonial como hoy en día. Por ejemplo, el actual islamismo del Medio Oriente, integrado por más de 25 países, con una variedad muy compleja de leyes, culturas, personas e instituciones, es constantemente descrito como el “mundo árabe” o el “mundo musulmán”, como si fueran lo mismo y como si no hubiera variaciones en uno u otro18. Similares y lamentables simplificaciones también están en juego en la exportación del Estado de Derecho.




  La exportación del Derecho ha sido descrita y explicada de muchas formas, por ejemplo, mediante el dominio imperialista/colonial, o la imposición del Derecho por la fuerza militar, como durante la conquista militar. Napoleón impuso su Código Civil en la Bélgica ocupada por Francia a inicios del siglo XIX. Del mismo modo, el general MacArthur impuso una serie de reformas legales basadas en el modelo de gobierno de los Estados Unidos en Japón luego de la Segunda Guerra Mundial, como condición para el armisticio en la secuela de Hiroshima. Hoy en día, las elecciones del modelo occidental y un gran número de otras leyes que rigen la vida cotidiana se imponen en los países bajo la ocupación de los EE.UU., tales como Afganistán o Irak.




  Un segundo modelo se puede describir como la imposición por negociación, en el sentido de que la aceptación del Derecho es parte de una sutil extorsión19. Países blanco de este modelo son persuadidos de adoptar estructuras jurídicas de acuerdo a los estándares occidentales o de lo contrario se enfrentarían a la exclusión de los mercados internacionales. Este modelo describe a China, Japón y Egipto a principios del siglo XX, y, de hecho, a las actuales operaciones del Banco Mundial, el FMI, la Organización Mundial del Comercio (OMC) y otros organismos de desarrollo occidental (Agencia de Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID), Banco Europeo de Reconstrucción para el Desarrollo (BERD), etc.) en el desarrollo, del mundo ex-socialista. Este modelo de imperialismo jurídico es el menos explorado por los estudiosos, a pesar de que es el más interesante debido a las complejas motivaciones individuales e institucionales en el ejercicio del poder.




  Un tercer modelo, construido como plenamente consensuado, es la difusión por el prestigio, un proceso deliberado de admiración institucional que conduce a la recepción del Derecho20. Este tercer modelo es considerado el más difundido. Éste disminuye la dimensión del poder directo y cultiva un estereotipo de la superioridad occidental que necesita ser plenamente apreciada. De acuerdo con esta visión, dado que la modernización requiere complejas técnicas jurídicas y acuerdos institucionales, el sistema jurídico receptor, más simple y primitivo, no puede hacer frente a las nuevas necesidades. Éste carece de la cultura del Estado de Derecho, algo que solo puede ser importado desde Occidente. Todos los países que en su desarrollo jurídico han importado el Derecho occidental han reconocido su “inferioridad jurídica” por admiración a éste y, por lo tanto, voluntariamente intentan importar instituciones occidentales. Turquía durante la época de Ataturk, Etiopía en los tiempos de Haile Selassie y Japón durante la restauración Meiji son ejemplos modernos. El marco institucional del país que admira el modelo occidental, es así rebajado a lo pre-moderno, rígido e incapaz de evolución autónoma. Curiosamente, si el trasplante fracasa, como en el caso de los torpes intentos de imponer la regulación de estilo occidental en el mercado de valores ruso, o como con muchas propuestas de ley y desarrollo, que dejan solo elecciones en países afligidos y devastados por la guerra, es la sociedad receptora la culpable. Deficiencias locales y carencias, se dice, han impedido el progreso en el desarrollo del Estado de Derecho. Cuando el Banco Mundial elabora un informe de desarrollo sobre cuestiones jurídicas, éste, invariablemente, muestra insensibilidad hacia las complejidades locales y sugiere radicales y universales transplantes de conceptos e instituciones occidentales. El inevitable fracaso de tales estrategias cortas de visión que culpan a los países sobre los que recaen estos conceptos, refuerza la arrogancia occidental y las actitudes de auto-felicitación, mientras que radicalizan a los países receptores.




  1.3. Derecho, saqueo y expansionismo europeo




  Uno podría comenzar con trágicas imágenes de pobreza, muerte y explotación en las minas de plata de Potosí, en lo que hoy es Bolivia, donde un estimado de 8 millones de indios esclavizados perdieron la vida, para comprender las causas y las consecuencias letales de saqueo colonial. Los costos humanos y sociales de abrir las venas de América Latina21 han sido tan altos que solo hoy, después de medio milenio, ha sido devuelta, demográficamente, una mayoría a los indígenas en América Latina. La obsesión de los conquistadores españoles del siglo XVI por el oro y la plata, trágicamente satisfecha con el genocidio en las Américas, establece un escenario. Sin embargo, el momento histórico podría ser fácilmente ubicado 200 años más tarde en la actual Bangladesh, con el fin de refutar, inmediatamente, los argumentos revisionistas occidentales sobre la naturaleza benigna del Estado de Derecho británico como legado colonial. Bengala fue descrita por Ibn Battuta, un legendario viajero medieval árabe que había explorado la mayor parte del mundo en el siglo XIV, como una de las más ricas tierras que había visto. En 1757, el año de la batalla de Plessey (decisiva para la dominación británica del subcontinente), su capital, Dacca, un centro de comercio de algodón y de industria textil, era tan rica, próspera y grande como la ciudad de Londres. Una investigación oficial de la House of Lords muestra que en 1850 su población había disminuido de 150,000 a 30,000 habitantes, la malaria y la fiebre de la selva se habían hecho cargo de eso y Dacca, “una vez la Manchester india”, se estaba convirtiendo en pobre y pequeña. La ciudad nunca se recuperó, y es hoy uno de los lugares más pobres del mundo. La escena también podría ser establecida en el Oeste de África, donde la información cuantitativa de la reducción de la población causada por la trata de esclavos, es aterradora. De acuerdo con gran parte de la historiografía más calificada, esta reducción, en un país de África Occidental que tradicionalmente ha sufrido de escasez de población, es la causa más importante del poco desarrollo y pobreza.




  Detrás de los primeros esfuerzos coloniales de las potencias europeas estaba la necesidad de financiar la tremenda necesidad económica de los recién nacidos sistemas centralizados de gobierno, esenciales para el desarrollo capitalista a suceder. Sin oro, plata, algodón y personas procedentes de tierras lejanas, habría sido imposible financiar el sistema institucional que con el tiempo abrió el camino a la industrialización y el desarrollo22. A principios del siglo XVIII, la East India Company, una cuasi-privada agencia precolonial, manejó más de la mitad del comercio británico y las fortunas que generó para sus accionistas fueron más allá de la imaginación23.




  Desde la perspectiva de los poderosos, el saqueo es la maximización racional de la utilidad, el botín es un retorno de la inversión en poderío político y militar. Así, el saqueo captura una variedad de prácticas, desde la captura de esclavos y el comercio, hasta la extracción de oro y recursos en la lejana tierra de nadie, que han sido durante mucho tiempo construidos ilegalmente por el Derecho internacional y nacional. Tales robos describen actividades que son altamente cuestionables desde el punto de vista moral, porque la búsqueda del beneficio se lleva a cabo sin tener en cuenta los intereses, derechos y necesidades de otros seres humanos o grupos más débiles. Sin embargo, cuando esas prácticas acompañan poderosas motivaciones ideológicas, se convierten en aceptables como estándares morales dominantes de una época determinada. Así, las Cruzadas utilizaron el celo religioso para justificar los asesinatos en masa y saqueos en el Este árabe. De una manera no muy diferente de como muchos cruzados justificaron la necesidad de defender los lugares santos, el Estado de Derecho muestra un continuo historial de justificación de prácticas opresoras, como veremos en el caso de los nativos americanos y el uso del concepto terra nullius, la tierra vacía como ha sido racionalizado por el Derecho.




  Hoy en día, el Derecho Internacional prohíbe a las potencias ocupantes participar en el saqueo, tanto directa como indirectamente, después de los conflictos armados, buscándose frenar al fuerte de ejercer su comportamiento “natural” de abusar de los débiles. Considérese, entonces, la actual guerra en Irak. Sigue siendo el Estado de Derecho, carente en los días de Saddam Hussein, el usado en algunos círculos para justificar, de acuerdo al Derecho Internacional, la actual ocupación ilegal de ese país por los EE.UU., Gran Bretaña y algunos de sus aliados. Parece, pues, que el Estado de Derecho, no importa si nacional o internacional, puede ser utilizado tanto para justificar el saqueo y el abuso de los débiles, como para tratar de limitar estos abusos. Por lo tanto, la contemporánea búsqueda de posiciones dominantes en las zonas ricas en petróleo en Asia Central e Irak es camuflada por la necesidad de exportar la democracia y el Estado de Derecho, mostrando un notable patrón de continuidad, y solo tal vez un nivel diferente de sofisticación ideológica, en la forma en que la cultura occidental domina el resto. Esta situación requiere un examen más profundo.




  Uno de los acontecimientos más importantes y dramáticos de la segunda mitad del siglo XX fue la descolonización. En 1961, el año de África, hasta 17 antiguas colonias ganaron su independencia. Hoy, reconocemos que el modelo colonial era una construcción compleja de leyes, prácticas, relaciones económicas, plataformas políticas e ideologías, con el saqueo como un principio organizador central24. La construcción misma del prototipo de relación colonial, siguió una estrategia mediante la cual, la brutal y violenta extracción iba a ser transformada en hegemonía jurídica por una serie de prácticas discursivas y de adhesiones económicas, destinadas a obtener el consentimiento local. Por ejemplo, alrededor de la segunda mitad del siglo XVIII, el 90% de las fuerzas militares ocupantes de la India estaba compuesto por mercenarios indígenas: indirect rule*. Debido a que estas estrategias fueron bastante exitosas, no debe de extrañar que la policía local es, hoy en día, el objetivo más común de los ataques en Irak.




  Sin embargo, pocas prácticas coloniales, a pesar de la desaparición de ese modelo obsoleto de dominación formal, han sido efectivamente abandonadas después de la descolonización, mostrándonos así una historia de continuidad. Las ideas revisionistas emergentes de hoy en día en Occidente son el resultado de la arrogancia, el cinismo, la frustración, o la simple falta de entendimiento de lo que es el saqueo, el factor más importante de producción y mantenimiento de la pobreza en el mundo. Un impresionante patrón de continuidad puede ser encontrado detrás de la independencia formal de las antiguas colonias y hoy en día, una nostálgica retórica colonial de modernización y Estado de Derecho está resurgiendo25. Nadie lo ha expresado con más claridad que el jurista tanzano Issa Shivji: “la rehabilitación moral del imperialismo fue primero y principalmente ideológica, la que a su vez fue construida bajo los preceptos económicos neoliberales de libre mercado, privatización, liberalización, etc., el llamado consenso de Washington. Los derechos humanos, las ONG’s, el buen gobierno, la democracia multipartidaria y el Estado de Derecho están todos enrollados juntos (…)”26. Con la creciente visibilidad de las ilegalidades, la retórica del Estado de Derecho se hace más omnipresente, como en anteriores esfuerzos viables para justificar el arrebato.




  La necesidad de justificar la política internacional de la minoría occidental dominante en la población mundial, que resulta en el aumento de la desigualdad social, ha producido mucha negación social (e individual). Esta negación, facilitada por instrumentos jurídicos internacionales progresistas como las prohibiciones de la esclavitud, la guerra de agresión, el comercio de armas o el genocidio, ha prosperado como un poderoso factor político permitiendo la perpetuación de prácticamente todas las actividades oficialmente prohibidas, bajo el paraguas ideológico de los ideales occidentales “democráticos” de formulación de políticas justificados por el Derecho. Pero la discontinuidad entre un pasado de despiadada violación y saqueo (colonialismo) y la respetuosa legalidad internacional de los derechos y la independencia de todos los pueblos del mundo, de hoy en día, es meramente superficial. El observador que no quiere ser atrapado por la retórica dominante debe ser muy suspicaz en lo referente a las historias de éxito jurídico formales, como la descolonización o incluso la prohibición de la esclavitud. Uno puede aprender del pasado, por ejemplo, que la esclavitud había sido prohibida antes de la ruptura formal colonial del continente africano, que tuvo lugar al final de la Conferencia de Berlín en 1889. Al momento de la prohibición generalizada de la esclavitud entre los años 1830 y 1860 (sin embargo, en Inglaterra los Commons ya habían prohibido la esclavitud mediante una ley introducida por Lord Wilberforce en 1807), el llamado “continente negro” ya estaba despoblado hasta el punto que su recuperación se ha hecho imposible hasta estos días. Ciertamente, el comercio de esclavos fue un negocio en gran medida recesivo para los capitalistas occidentales, llevado a cabo principalmente por los cacicazgos locales africanos.




  La Conferencia de Berlín marcó el principio de la “lucha por África”. Las potencias occidentales participantes presentaron la lucha contra la trata de esclavos, todavía llevada a cabo por algunos jefes africanos, como el más convincente argumento moral de la misión civilizadora de la colonización. Una vez más, hay una notable continuidad con el argumento moral de los conquistadores españoles católicos, quienes buscaban civilizar a los Mayas y a los Incas, acusados de practicar sacrificios humanos. A la luz de esta historia, las cruzadas contemporáneas de buena fe, realizadas por activistas de derechos humanos contra la circunsición femenina o la burqa, no consideraron la posibilidad de ser instrumentos para la justificación del saqueo que se desarrolla en África o en Medio Oriente, victimizando a las poblaciones mismas cuyas mujeres luchan por liberar.




  Hoy en día, la opinión pública mundial está dividida, como posiblemente nunca antes, en su interpretación del presente. Como suele ser el caso, la división es en gran parte entre los que tienen y los que no tienen, entre los ganadores y los perdedores, entre los incluidos y los excluidos, entre el norte y el sur, o entre la derecha y la izquierda. Sin embargo, la complejidad del escenario internacional y la multiplicidad de posibles narrativas hacen las divisiones aún más profundas, dividiendo a través de grupos y clases sociales a las motivaciones individuales y de carácter moral. Un lado cree que el modelo dominante de desarrollo del capitalismo corporativo, también conocido como el fin de la historia27, es el mejor camino posible a la prosperidad y a la liberación de todos en todas partes. De acuerdo con esta visión, en gran parte producto del cinismo y el desenfreno28, pero en ocasiones compartida de buena fe por parte de algunos verdaderos creyentes, la solución es solo hacer que la superioridad del modelo capitalista de desarrollo sea entendida por los que todavía no se están beneficiando directamente de la misma. Los lectores que comparten esta visión podrían rechazar la idea de saqueo que nosotros estamos articulando, sosteniendo que tal es estructuralmente incompatible con el Estado de Derecho. El saqueo sería una íntima contradicción, un “ilegal” Estado de Derecho, a lo sumo una patología excepcional que el Estado de Derecho curaría en vez de producir.




  El otro lado considera que es precisamente por el actual modelo de desarrollo corporativo capitalista que la división entre los que tienen y los que no tienen es tan dramática e irremediable. Así, la libertad y la prosperidad de los ricos, con sus exagerados modelos de consumo y despilfarro, es solo posible por un esfuerzo consciente para evitar la liberación de los pobres y marginados. De acuerdo con esta segunda visión, los ricos y los poderosos no solo utilizan instrumentos de gobierno para mantener y aumentar sus privilegios, sino que también recurren a la propaganda para mostrar que todo el mundo, en última instancia, se beneficiará de la situación actual de las cosas29. Una estructura del saqueo elabora una manera de entender si el saqueo puede ser subsanado por el Estado de Derecho. ¿Puede el camino del desarrollo ser cambiado por prácticas políticas compatibles con la legalidad, o puede el cambio ocurrir solo fuera del orden jurídico, por medio de transformaciones revolucionarias en el espacio político? ¿Puede tener lugar un nuevo orden jurídico capaz de exorcizar el saqueo ocurrido? ¿Cómo? Éstas son algunas preguntas que solo pueden ser respondidas a través de una cuidadosa disección de los usos imperiales del Estado de Derecho, analizando a éstos en su desarrollo histórico del presente.




  El Estado de Derecho ha servido fielmente al saqueo a través de la historia, hasta el punto que algunos rastros de las concepciones occidentales de la legalidad se pueden encontrar por lo menos en un nivel superficial en casi todos los sistemas jurídicos del mundo30. El fin de la Guerra Fría, sin embargo, cambió las condiciones de competencia internacional después de la Segunda Guerra Mundial, condiciones que justificaban la búsqueda del Estado de Derecho como una estrategia occidental de liberación. El desarrollo de un monopolio internacional de violencia organizada legalmente que caracterizó el llamado fin de la historia (también conocido como la Pax Americana, el Consenso de Washington o, simplemente, el imperio), ha producido nuevas condiciones. La percibida fuerza del Estado de Derecho en los Estados Unidos hizo su Derecho altamente prestigioso y, más tarde, hegemónico en todo el mundo a través de la Guerra Fría y sus secuelas. El Estado de Derecho ha sido capaz, por tanto, de ocultar su relación con el saqueo, protegido a sí mismo por su muy respetable compañero. Esta combinación, aunque innegablemente hipócrita, a veces puede limitar la brutalidad del saqueo, por medio de la contra-hegemonía o el empoderamiento incidental de los actores sociales más débiles, entre tanto, el saqueo continúa ilimitado en el escenario de la post Guerra Fría.




  En las secuelas del 11 de septiembre de 2001, hemos sido testigos de incluso mayores daños a la ya muy débil forma de Estado de Derecho conocida como legalidad internacional. Inaugurando el estado de excepción, como su nuevo compañero, con una hábil manipulación del impacto emocional de ese acto de terror, los funcionarios administrativos del presidente de EE.UU. George W. Bush apartaron abruptamente el Derecho Internacional y lo ridiculizaron tomándolo como una burocracia impotente y cara. Por ejemplo, el campo de concentración de Guantánamo, donde a gran número de presos inocentes, en su mayoría señalados por raza, se les ha negado sus derechos fundamentales, y la desvergonzada actitud de la Corte Suprema de los EE.UU. en la justificación de tales horrores, ha puesto de manifiesto la impotencia del Derecho Internacional contra el poder imperial. Para aquellos todavía crédulos, la irrelevancia sustancial de la Corte Internacional de Justicia, la cual falló contra el bloque israelí, ha demostrado cómo la excepción imperial se aplica también a los fieles aliados de EE.UU. La revelación de una práctica sistemática de tortura en la prisión de Abu Ghraib en Irak, y la renuente persecución de chivos expiatorios como la única reacción oficial a estas prácticas, posiblemente ha infligido un golpe definitivo al ideal Estado de Derecho norteamericano31.




  La destrucción y la ocupación de Afganistán e Irak por los Estados Unidos y sus pocos aliados, mientras que rinde enormes beneficios económicos para corporaciones dominantes, desde la promesa de extracción de petróleo hasta los contratos de reconstrucción, los suministros militares, la privatización de la seguridad, y los nuevos paraísos fiscales, han hecho que el liaison entre el saqueo y el Estado de Derecho sea difícil de ocultar. Por lo tanto, se hace crucial profundizar en las virtudes morales asumidas, someter a un estricto escrutinio las obligaciones en un modelo de desarrollo capitalista corporativo que parece continuamente más cuestionable.




  Cualquier investigación sobre el Estado de Derecho no está exenta de responsabilidades. Uno podría argumentar que ya que incluso la hipocresía evidencia un sentido del límite, es mejor que el saqueo y el Estado de Derecho establezcan una conexión hipócrita, que tener la brutal anarquía total basada en el estado de excepción. Exponer las prácticas del Estado de Derecho sigue siendo un deber ciudadano. Vale la pena iluminar la histórica y presente relación entre el saqueo y el Estado de Derecho a fin de restaurar la civilización jurídica y abogar por un cambio más radical y revolucionario del actual modelo de desarrollo.




  1.4. Institucionalizando el saqueo: la relación colonial y el proyecto imperial




  En la relación colonial, el Derecho consagró un patrón de subyugación de las poblaciones más débiles por parte de las más fuertes. Esta relación, cuyos orígenes son antiguos y variables en distintas áreas geográficas, dolorosa y abiertamente continuada a lo largo del siglo XX, produjo tensiones en las relaciones entre las potencias coloniales, lo que causó, entre otros factores, el estallido de la Primera Guerra Mundial. Los pensadores socialistas de Occidente, como Friedrich Engels y Karl Marx analizaron, cuestionaron y desenmascararon esta subyugación jurídica. Ésta fue formalmente


  abandonada, al menos como una relación aprobada por el Derecho Internacional, a consecuencia del movimiento de descolonización tras la Segunda Guerra Mundial. Pero ésta dejó cicatrices permanentes en la conciencia colectiva de millones de personas afectadas por la dominación.




  El Estado colonial fue creado y construido sobre el modelo europeo como un conjunto de normas jurídicas e instituciones de gobierno. Dicho Estado, tiene sus bases en el Derecho y también en una variedad de prácticas discursivas informales que legitiman el Derecho. Los abogados son los proveedores fundamentales de estas prácticas discursivas, como a veces son funcionarios coloniales extranjeros (o antropólogos) y nativos del lugar, los cuales comparten con los demás una formación en el extranjero. Uno necesita no asumir una motivación mezquina en dichos proveedores de la legitimidad colonial, ni la misma motivación en cada uno de ellos.




  Como se ha indicado, el Derecho tiene por lo menos una doble dimensión derivada de la motivación de sus usuarios: opresión y empoderamiento. Los poderes coloniales, a menudo aliados con misioneros y antropólogos (como demostraremos más adelante), no importa si en buena o mala fe, utilizan el Derecho para reducir la resistencia al despojo total, buscando legitimidad para las actividades de explotación. Ellos utilizan propaganda y construyen el Derecho como un aspecto de una civilización superior, exigiendo los recursos como una cuestión de derechos y no como los frutos del saqueo. Los recursos tienen que ser entregados a los extranjeros en consideración al desarrollo y la civilización que ellos llevan a los seres subdesarrollados que habitan en el escenario colonial. El Derecho obtiene así el apoyo de las élites locales educadas de Occidente y luego funciona como un dispositivo para centralizar el poder. Una alianza entre las élites locales y el personal colonial así desarrollada tempranamente, con reformas legislativas y la modernización de las nociones en torno a las cuales se organizan este tipo de alianzas. En primer lugar, y principalmente, era necesaria la pacificación social para que se lleve a cabo el saqueo respaldado por el Derecho.




  Sin instituciones jurídicas y organizaciones locales estables, habría sido imposible obtener las ventajas del modelo primero en tiempo primero en derecho de apropiación, típico de los inicios del colonialismo, pero insostenible a largo plazo. Estas actividades tempranas fueron mejor simbolizadas por la brutalidad de las prácticas extractivas de la East India Company, criticadas ya en 1776 por Adam Smith32. El fundador de la economía moderna denunció lo que él refirió como “la compañía que oprime y domina las Indias orientales”. Él denunció que tres o cuatro mil personas morían de hambre cada año solo en Bengala (bajo el control de la East India Company desde 1757, mucho antes de la colonización británica formal) a causa de las políticas de esa maquinaria de guerra y saqueo.




  La colonización estatal oficial, envuelta en el Derecho y basada en la privatización de la tierra y en los derechos privados de compinches locales del poder colonial, fue necesaria para evitar la lucha permanente entre poderes coloniales competitivos que invariablemente siguieron a la temprana toma de posesión. Eventualmente la élite colonizada, a veces debido a las circunstancias internacionales, a veces por la movilización de las masas, se deshizo del poder colonial y se estableció a sí misma como estados formalmente independientes. Pero la independencia es una idea formalista que necesita ser apreciada contextualmente. La relación colonial, en la forma de neocolonialismo, sigue basándose en las élites locales que sacan un precio por sus servicios como agencias de hegemonía. Por tanto, no solo la colonización jurídica, sino también la descolonización formal, aparece como el resultado de una competencia internacional en la que el Derecho tuvo que desempeñar un papel importante. Esto surgió, por ejemplo, en América del Norte, en Oceanía y tal vez en del Sudafrica, donde europeos recién llegados, tras participar en el genocidio, se establecieron a sí mismos como una nueva clase colonizada eventualmente capaz de liberarse de la dominación colonial de la antigua metrópoli. Más a menudo, sobre todo por razones demográficas (en América Latina y la India, por ejemplo), una clase colonial tuvo que llegar a un acuerdo con las poblaciones locales.




  Los modelos coloniales de explotación desarrollados, exhibieron cierto grado de cooperación por parte de la población local, una fuente fundamental de mano de obra barata necesaria para las economías extractivas (indígenas empobrecidos fueron usados masivamente en la minería en toda la América Latina española; en otros lugares los nativos eran personal del ejército y de la mayoría de las instituciones coloniales en la India imperial). Alternativamente, la mano de obra podía llegar en forma de esclavos recolectados en el Oeste de África, como en las plantaciones del sur de los Estados Unidos, el Caribe y Brasil, permitiendo a los barcos navegar en el triángulo siempre totalmente cargado. Por ejemplo, los barcos británicos dejarían Londres, Manchester, Liverpool por la costa occidental de África cargados con todo tipo de artefactos para las élites del comercio de esclavos africanos. Ellos, zarparían luego con los esclavos destinados a las plantaciones, y volverían a Europa cargados con el botín de América, en forma de metales, guano, madera, algodón, etc. Acuerdos similares se realizaban en la línea comercial del Este, con algunas variaciones, como aquellas dedicadas a la venta forzosa de opio de la India a China. En la cumbre del Imperio británico, las formas de regulación indirecta a través del Derecho gobernaron y extrajeron recursos en interés de Londres por más de la cuarta parte de la superficie de nuestro planeta33.




  1.5. Una historia de continuidad: construyendo el imperio de la (i)legalidad




  Alrededor de la finalización de la descolonización, en los años centrales de la Guerra Fría, es fácil de detectar un patrón de continuidad bajo una imagen de separación. Las nuevas élites locales “soberanas” mantienen lazos con las antiguas potencias coloniales, o establecieron nuevas relaciones en el mundo político bipolar, obteniendo sustanciales beneficios producto de un hábil juego en el tablero de ajedrez de la Guerra Fría, o incluso, como en el caso de la India de Nehru, beneficiándose de la división sino-soviética* a finales de 1950. Abogados locales, a menudo formados en Occidente y de igual manera en los países socialistas, ocuparon un lugar destacado en estos nuevos escenarios. El debate sobre la naturaleza benigna u opresiva del Estado de Derecho occidental se resolvió en favor de la primera, incluso para los socialistas como Julius Nyerere de Tanzania o para líderes como Gandhi (él mismo un abogado) en la India, para no ser reabierto de nuevo. Por lo tanto, una constante —el reconocimiento del Estado de Derecho como una fuerza benigna en el camino hacia el desarrollo— surge reforzada como consecuencia de la descolonización. Su papel en el saqueo colonial aparece subestimado, incluso en los discursos políticos más polémicos de los emergentes estudiosos nacionalistas y “postcolonialistas” así como de los novelistas.





OEBPS/Images/portada.jpg
Saqueo
Cuando el Estado de Derecho es ilegal

(0} Ugo Mattei
Laura Nader






OEBPS/Fonts/TrajanPro-Regular.otf




OEBPS/Images/logo.jpg
Palestra

%xtfqmufos





OEBPS/Fonts/AGaramondPro-Regular.otf


OEBPS/Fonts/TrajanPro-Bold.otf



OEBPS/Images/portada2.jpg
UGo MATTEI
LAURA NADER

SAQUEO

CUANDO EL ESTADO DE DERECHO
ES ILEGAL

Traduccién:
ALvARO BONILLA Y ROGER MERINO

PALESTRA EDITORES
LiMa -2013





